
CONSULTA PÚBLICA PREVIA A LA ELABORACIÓN DE UN PROYECTO 
NORMATIVO CONSISTENTE EN LA MODIFICACIÓN Y ELABORACIÓN DE 
LAS CONDICIONES PARA PRESTAR TRABAJO POR CUENTA AJENA A 
DISTANCIA 
 
 
De conformidad con lo previsto en el artículo 133.1 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, en relación con el artículo 26.2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, 
del Gobierno, se sustancia, con carácter previo a la elaboración de un proyecto 
normativo sobre el asunto de referencia, una consulta pública al objeto de 
recabar la opinión de los sujetos y de las organizaciones más representativas 
potencialmente afectados por la futura norma. Los eventuales interesados 
podrán participar remitiendo sus aportaciones a través del portal web del 
Ministerio de Trabajo y Economía Social, «Participación pública en proyectos 
normativos», subsección «Consulta pública previa», conforme a lo establecido 
en el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 30 de septiembre de 2016, por el que 
se dictan instrucciones para habilitar la participación pública en el proceso de 
elaboración normativa a través de los portales web de los departamentos 
ministeriales, publicado por la Orden PRE/1590/2016, de 3 de octubre. La 
consulta pública estará abierta desde el día 6 de junio de 2020 hasta el día 22 
de junio de 2020, inclusive. 
 
Al objeto de facilitar la participación en la consulta pública, se facilita la siguiente 
información sobre el proyecto normativo: 
 
 
Antecedentes de la norma 
 
 
1. El trabajo a distancia entendido como trabajo que se realiza fuera de los 
establecimientos y centros habituales de la empresa, y del que el teletrabajo es 
una subespecie que implica la prestación de servicios con nuevas tecnologías, 
ha sido objeto de regulación tanto en el ámbito interno como en el ámbito 
comunitario e internacional. 
 
Así, en el ámbito comunitario la Confederación Europea de Sindicatos (CES), la 
Unión de Confederaciones de la Industria y de Empresarios de Europa (UNICE) 
/ la Unión Europea del Artesanado y de la Pequeña y Mediana Empresa 
(UNICE/UEAPME) y el Centro Europeo de la Empresa Pública (CEEP) firmaron 
un acuerdo marco sobre el teletrabajo a fin de dar más seguridad a los 
teletrabajadores por cuenta ajena en la UE. 
 
El objeto del acuerdo era elaborar un marco general a escala europea para las 
condiciones laborales de los teletrabajadores y compaginar las necesidades de 
flexibilidad y seguridad comunes a los empresarios y los trabajadores. El acuerdo 
otorga a estos últimos la misma protección global que a los trabajadores que 
ejercen sus actividades en los locales de la empresa. 
 



En el acuerdo se define el teletrabajo como una forma de organización y/o de 
realización del trabajo utilizando las tecnologías de la información, en el marco 
de un contrato o de una relación laboral, en la que un trabajo, que también habría 
podido realizarse en los locales del empresario, se ejecuta habitualmente fuera 
de esos locales.  
 
En el acuerdo se resaltan varios ámbitos clave en los que es preciso tener en 
cuenta las peculiaridades del teletrabajo: 
 
a) El carácter temporal del teletrabajo: El teletrabajo es voluntario para el 
trabajador y el empresario de que se trate. El teletrabajo puede formar parte de 
la descripción inicial del trabajador o es posible aceptarlo voluntariamente 
después. En ambos casos el empresario facilita al teletrabajador la información 
escrita pertinente. 
 
b) Las condiciones de empleo: los teletrabajadores tienen los mismos derechos 
que los trabajadores similares que realizan su tarea en los locales de la empresa. 
Esos derechos están garantizados por la legislación y los convenios colectivos 
aplicables. Podrían ser necesarios acuerdos específicos para tener en cuenta 
las peculiaridades del teletrabajo. 
 
c) La protección de los datos: y el ámbito de la vida privada: corresponde al 
empresario adoptar las medidas necesarias para garantizar la protección de los 
datos utilizados y procesados por el teletrabajador para fines profesionales.  
 
d) Los equipos para la actividad: por lo general, el empresario deberá facilitar, 
instalar y encargarse del mantenimiento de los equipos necesarios para el 
teletrabajo regular, salvo si el teletrabajador utiliza su propio equipo.  
 
f) La salud y la seguridad: el empresario es responsable de la salud y la seguridad 
profesional del teletrabajador con arreglo a la Directiva 89/391/CEE y a las 
directivas específicas, las legislaciones nacionales y los convenios colectivos 
pertinentes.  
 
g) La organización del trabajo: en el marco de la legislación, de los convenios 
colectivos y de las normas laborales aplicables, corresponde al teletrabajador 
gestionar la organización de su tiempo de trabajo.  
 
h) La formación de los teletrabajadores: los teletrabajadores tienen el mismo 
acceso a la formación y a las posibilidades de carrera profesional que 
trabajadores similares que realizan su tarea en los locales del empresario, y 
están sujetos a las mismas políticas de evaluación que los demás trabajadores.  
 
i) Los derechos colectivos de los teletrabajadores: los teletrabajadores tienen los 
mismos derechos colectivos que los trabajadores que realizan su tarea en los 
locales de la empresa. No deberá obstaculizarse la comunicación con los 
representantes de los trabajadores. 
 
2. Asimismo, la Organización Internacional del Trabajo ha regulado en su 
convenio 177 y en la recomendación 184 el trabajo a domicilio cuando se realiza 



la actividad laboral en el domicilio del trabajador o en otros locales que escoja 
distinto de los locales de trabajo del empleador a cambio de una remuneración y 
con el fin de elaborar un producto o prestar un servicio conforme a las 
especificaciones del empleador. 
 
3. En el ámbito de la normativa interna española, la Ley 3/2012, de 6 de julio, de 
medidas urgentes para la reforma del mercado laboral, modificó la ordenación 
del tradicional trabajo a domicilio para dar acogida al trabajo a distancia basado 
en el uso intensivo de las nuevas tecnologías. La exposición de motivos de dicha 
ley reconocía el teletrabajo como una particular forma de organización del trabajo 
que encaja perfectamente en el modelo productivo y económico que se persigue, 
al favorecer la flexibilidad de las empresas en la organización del trabajo, 
incrementar las oportunidades de empleo y optimizar la relación entre tiempo de 
trabajo y vida personal y familiar. De acuerdo con esta modificación, el trabajo a 
distancia está definido en el artículo 13 del Estatuto de los Trabajadores como 
aquel en que "la prestación de la actividad laboral se realice de manera 
preponderante en el domicilio del trabajador o en el lugar libremente elegido por 
éste de modo alternativo a su desarrollo presencial en el centro de trabajo de la 
empresa". 
 
El Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes para garantía 
de la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres en el empleo 
y la ocupación, modificó el artículo 34.8 del Estatuto de los Trabajadores como 
parte de un objetivo global y anticipándose al contenido de la Directiva 2019/1158 
(UE) del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a la 
conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los 
cuidadores, en donde se establece un auténtico derecho a la conciliación de la 
vida laboral y familiar a través del  uso de las formas flexibles de trabajo,  
incluidas la fórmulas de trabajo a distancia 
 
4. En la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos 
Personales y garantía de los derechos digitales, se establecen por primera vez 
de manera expresa, y recogiendo la jurisprudencia nacional comunitaria e 
internacional, un conjunto de derechos relacionados con el uso de dispositivos 
en el ámbito laboral como son, entre otros el derecho a la intimidad y uso de 
dispositivos digitales en el ámbito laboral y el derecho a la desconexión digital.  
 
5. Más recientemente, el artículo 5 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19, establece el carácter preferente del trabajo a distancia 
debiendo la empresa adoptar las medidas oportunas si ello es técnica y 
razonablemente posible y si el esfuerzo de adaptación necesario resulta 
proporcionado. Como resulta de las exposiciones de motivos de dicha norma y 
del Real Decreto-ley 15/2020, en la crisis del COVID-19 el teletrabajo constituye 
un medio preferente para garantizar la continuidad de la actividad empresarial, 
para garantizar las medidas de contención y la protección de las personas 
trabajadoras y para seguir atendiendo a las necesidades de conciliación de la 
vida laboral y familiar.  
 
 



Problemas que se pretenden solucionar con la nueva norma. 
 
El trabajo a distancia en su concepción clásica de trabajo a domicilio como aquel 
que se realiza fuera del centro de trabajo habitual y sin el control de la empresa 
y vinculado a sectores y ámbitos geográficos muy concretos se ha visto superado 
por la realidad de un nuevo marco de relaciones y un impacto severo de las 
nuevas tecnologías. 
 
En la actualidad más que trabajo a domicilio lo que existe es un trabajo remoto y 
flexible que permite que el trabajo se realice en nuevos entornos que no 
requieren la presencia del trabajador en el centro de trabajo. 
 
Esta virtualización de las relaciones laborales desvincula o deslocaliza a la 
persona trabajadora de un lugar y un tiempo concretos, lo que sin duda trae 
consigo notables ventajas, entre otras, mayor flexibilidad en la gestión de los 
tiempos de trabajo y los descansos; conciliación de la vida laboral. personal y 
familiar, reducción de costes en las oficinas y ahorro de costes en los 
desplazamientos, productividad, racionalización de horarios; compromiso y 
experiencia del empleado, atracción y retención de talento, inserción laboral de 
personas con movilidad reducida y con responsabilidades familiares y reducción 
del absentismo. 
 
Sin embargo, también presenta posibles inconvenientes: protección de datos, 
brechas de seguridad, tecnoestrés, horario continuo, fatiga informática, 
conectividad digital permanente, mayor aislamiento laboral, pérdida de la 
identidad corporativa, deficiencias en el intercambio de información entre los 
trabajadores presenciales y los trabajadores a distancia y traslado a la persona 
trabajadora de costes de la actividad productiva a la persona trabajadora sin 
compensación alguna, entro otros.  
 
El impacto real de estas formas de prestación u organización del trabajo se ha 
visto incrementada de manera exponencial por el impacto de la pandemia del 
COVID-19, lo que ha puesto de manifiesto sus ventajas y debilidades, así como 
la necesidad de que se aborde su regulación desde un marco jurídico de 
seguridad, certeza y transparencia. 
 
Necesidad y oportunidad  
 
La norma proyectada es necesaria para desarrollar y concretar las disposiciones 
legales que permitan garantizar un régimen jurídico seguro y suficiente sobre 
estas formas de prestación y organización del trabajo por cuenta ajena, teniendo 
en cuenta la insuficiencia y la obsolescencia del régimen jurídico vigente descrito 
en el artículo 13 del Estatuto de los Trabajadores, así como la limitada vigencia 
de artículo 5 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 
relativo al carácter preferente del trabajo a distancia.    
 
  
 
 



Objetivo de la norma 
 
Se trata de proporcionar una regulación suficiente que dé respuestas a diversas 
necesidades, equilibrando el uso de estas nuevas formas de prestación de 
trabajo por cuenta ajena y las ventajas que suponen para empresas y personas 
trabajadoras, de un lado, y un marco de derechos que satisfagan, entre otros, 
los principios sobre su carácter voluntario y reversible, el principio de igualdad 
de trato en las condiciones profesionales, en especial la retribución incluida la 
compensación de gastos, la promoción y la formación profesional, el ejercicio de 
derechos colectivos, los tiempos máximos de trabajo y los tiempos mínimos de 
descanso, la distribución flexible del tiempo de trabajo, así como los aspectos 
preventivos relacionados básicamente con la fatiga física y mental, el uso de 
pantallas de visualización de datos y los riesgos de aislamiento. 
 
El objetivo es procurar igualmente certezas para personas trabajadoras y 
empresas sobre la utilización del trabajo a distancia incluida dentro del derecho 
de conciliación, incluyendo los requisitos necesarios para un ejercicio equilibrado 
y corresponsable entre mujeres y hombres. 
 
Por último, es necesario introducir los elementos precisos para asegurar que el 
trabajo a distancia y el empleo de los dispositivos digitales y otras formas de 
trabajo en red, no supongan una desprotección o merma de los derechos a la 
privacidad, sin perjuicio de las formas de control empresarial que puedan 
ejercerse de acuerdo con las exigencias de la LOPD y el ET.  
 
 
Posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias. 
 
No se considera válida la alternativa no regulatoria sin que resulte suficiente la 
regulación autónoma o convencional, siendo necesario establecer presupuestos 
comunes de alcance obligatorio y general.  
 


